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EXPEDIENTE : 4985-2021-SERVIR/TSC 
IMPUGNANTE : KARLA LISBETH CHUNGA NUÑEZ  
ENTIDAD : MINISTERIO PÚBLICO  
RÉGIMEN :           DECRETO LEGISLATIVO Nº 728 
MATERIA :           EVALUACIÓN Y PROGRESIÓN EN LA CARRERA   
                                                    LICENCIA SIN GOCE REMUNERACIONES 
   
SUMILLA: Se declara la NULIDAD de la Resolución de Presidencia Nº 00803-2021-MP-
FN-PJFSTUMBES, del 18 de octubre de 2021, la Presidencia de Junta de Fiscales 
Superiores del Distrito Fiscal de Tumbes del MINISTERIO PÚBLICO, al haberse 
vulnerado el deber de motivación.  
 
Lima, 25 de febrero de 2022 
 
ANTECEDENTES 

 
1. Mediante Resolución de Presidencia Nº 00623-2021-MP-FN-PJFSTUMBES, del 23 

de julio de 2021, la Presidencia de la Junta de Fiscales Superiores del Distrito Fiscal 
de Tumbes del Ministerio Público, en adelante la Entidad, concedió licencia sin 
goce de remuneraciones por motivos particulares a la señora KARLA LISBETH 
CHUNGA NUÑEZ, en adelante la impugnante, a partir del 22 de julio al 19 de 
octubre de 2021.  
 

2. Con escrito de fecha 12 de octubre de 2021, la impugnante solicitó se le conceda 
ampliación de licencia sin goce de remuneraciones por el periodo de nueve (9) 
meses.  

 

3. Mediante Resolución de Presidencia Nº 00796-2021-MP-FN-PJSFSTUMBES, del 15 
de octubre de 2021, la Presidencia de la Junta de Fiscales Superiores del Distrito 
Fiscal de Tumbes de la Entidad resolvió conceder la licencia sin goce de 
remuneraciones por asuntos personales a la impugnante por el periodo 
comprendido entre el 20 de octubre de 2021 y 20 de julio de 2022.  

 

4. A través de la Resolución de Presidencia Nº 00803-2021-MP-FN-PJFSTUMBES, del 
18 de octubre de 2021, la Presidencia de la Junta de Fiscales Superiores del 
Distrito Fiscal de Tumbes de la Entidad resolvió dejar sin efecto la ampliación de 
licencia sin goce de remuneraciones concedida a la impugnante mediante la 
Resolución de Presidencia Nº 00796-2021-MP-FN-PJSFSTUMBES, debido a que no 
ha adquirido el derecho aún a su goce, esto es, cumplir un año de labores 
posterior a la licencia previamente otorgada.  

RESOLUCIÓN Nº 000459-2022-SERVIR/TSC-Segunda Sala

206615570022022
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TRÁMITE DEL RECURSO DE APELACIÓN 

  
5. El 19 de octubre de 2021, la impugnante interpuso recurso de apelación contra la 

Resolución de Presidencia Nº 00803-2021-MP-FN-PJFSTUMBES, solicitando se 
declare su nulidad, bajo los siguientes argumentos: 
 

(i) Se dejó sin efecto su ampliación de licencia porque el sistema no permitía 
registrarla, no siendo un hecho imputable a esta. 

(ii) No se ha señalado cuál es la base legal que establezca que, desde la 
concesión de la licencia debe transcurrir un año de labores para poder 
conceder otra.  

(iii) No se encuentra en el supuesto del artículo 44º del Reglamento Interno de 
Trabajo. 

(iv)  No ha solicitado una nueva licencia sino la ampliación de licencia ya 
otorgada. 

(v) Solicitó la licencia para apoyar y cuidar a sus padres que padecen de cáncer. 
(vi) Se ha vulnerado el deber de motivación.  

 
6. Con Oficio Nº 003211-2021-MP-FN-PJFSTUMBES, la Presidencia de la Junta de 

Fiscales Superiores del Distrito Fiscal de Tumbes de la Entidad remitió al Tribunal 
del Servicio Civil, en adelante el Tribunal, el recurso de apelación interpuesto por 
la impugnante, así como los antecedentes que dieron origen al acto impugnado. 
 

7. Mediante Oficios Nos 012247-2021-SERVIR/TSC y 012248-2021-SERVIR/TSC, se 
comunicó a la impugnante y a la Entidad, respectivamente, la admisión del recurso 
de apelación sometido a conocimiento de este Tribunal. 
  

ANÁLISIS 
 
De la competencia del Tribunal del Servicio Civil 
 
8. De conformidad con el artículo 17º del Decreto Legislativo Nº 10231, modificado 

por la Centésima Tercera Disposición Complementaria Final de la Ley Nº 29951 - 

                                                 
1 Decreto Legislativo Nº 1023 - Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, 

Rectora del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos 
“Artículo 17º.- Tribunal del Servicio Civil 
El Tribunal del Servicio Civil - el Tribunal, en lo sucesivo - es un órgano integrante de la Autoridad que 
tiene por función la resolución de controversias individuales que se susciten al interior del Sistema. 
El Tribunal es un órgano con independencia técnica para resolver en las materias de su competencia. 
Conoce recursos de apelación en materia de: 
a) Acceso al servicio civil; 
b) Pago de retribuciones; 
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Ley del Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 20132, el Tribunal tiene 
por función la resolución de controversias individuales que se susciten al interior 
del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, en las materias: 
acceso al servicio civil, evaluación y progresión en la carrera, régimen disciplinario 
y terminación de la relación de trabajo; siendo la última instancia administrativa. 
 

9. Asimismo, conforme a lo señalado en el fundamento jurídico 23 de la Resolución 
de Sala Plena Nº 001-2010-SERVIR/TSC3, precedente de observancia obligatoria 
sobre competencia temporal, el Tribunal es competente para conocer en segunda 
y última instancia administrativa los recursos de apelación que sean presentados 
ante las entidades a partir del 15 de enero de 2010, siempre y cuando, versen 
sobre las materias establecidas descritas en el numeral anterior. 

 
10. Posteriormente, en el caso de las entidades del ámbito regional y local, el Tribunal 

asumió, inicialmente, competencia para conocer los recursos de apelación que 
correspondían sólo a la materia de régimen disciplinario, en virtud a lo establecido 
en el artículo 90º de la Ley Nº 30057 – Ley del Servicio Civil4, y el artículo 95º de su 
reglamento general, aprobado por Decreto Supremo Nº 040-2014-PCM5; para 

                                                                                                                                               
c) Evaluación y progresión en la carrera; 
d) Régimen disciplinario; y,  
e) Terminación de la relación de trabajo. 
El Tribunal constituye última instancia administrativa. Sus resoluciones podrán ser impugnadas 
únicamente ante la Corte Superior a través de la acción contenciosa administrativa. 
Por decreto supremo refrendado por el Presidente del Consejo de Ministros, previa opinión favorable 
de la Autoridad, se aprobarán las normas de procedimiento del Tribunal”. 

2 Ley Nº 29951 - Ley del Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2013 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES 
“CENTÉSIMA TERCERA.- Deróguese el literal b) del artículo 17 del Decreto Legislativo Nº 1023, Decreto 
Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, rectora del Sistema Administrativo de 
Gestión de Recursos Humanos”. 

3 Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 17 de agosto de 2010. 
4 Ley Nº 30057 – Ley del Servicio Civil 

“Artículo 90º.- La suspensión y la destitución 
La suspensión sin goce de remuneraciones se aplica hasta por un máximo de trescientos sesenta y 
cinco (365) días calendario previo procedimiento administrativo disciplinario. El número de días de 
suspensión es propuesto por el jefe inmediato y aprobado por el jefe de recursos humanos o quien 
haga sus veces, el cual puede modificar la sanción propuesta. La sanción se oficializa por resolución del 
jefe de recursos humanos o quien haga sus veces. La apelación es resuelta por el Tribunal del Servicio 
Civil.  
La destitución se aplica previo proceso administrativo disciplinario por el jefe de recursos humanos o 
quien haga sus veces. Es propuesta por el jefe de recursos humanos o quien haga sus veces y aprobada 
por el titular de la entidad pública, el cual puede modificar la sanción propuesta. Se oficializa por 
resolución del titular de la entidad pública. La apelación es resuelta por el Tribunal del Servicio Civil”. 

5 Reglamento de la Ley Nº 30057, aprobado por Decreto Supremo Nº 040-2014-PCM 
“Artículo 95º.- Competencia para el ejercicio de la potestad disciplinaria en segunda instancia 
De conformidad con el artículo 17 del Decreto Legislativo Nº 1023, que crea la Autoridad del Servicio 
Civil, rectora del sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, la autoridad competente 
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aquellos recursos de apelación interpuestos a partir del 1 de julio de 2016, 
conforme al comunicado emitido por la Presidencia Ejecutiva de SERVIR y 
publicado en el Diario Oficial “El Peruano”6, en atención al acuerdo del Consejo 
Directivo del 16 de junio de 20167. 

 
11. Sin embargo, es preciso indicar que a través del Comunicado de SERVIR publicado 

en el Diario Oficial “El Peruano” el 29 de junio de 2019, en atención a un nuevo 
acuerdo de su Consejo Directivo8, se hizo de público conocimiento la ampliación 

                                                                                                                                               
para conocer y resolver el recurso de apelación en materia disciplinaria es el Tribunal del Servicio Civil, 
con excepción del recurso de apelación contra la sanción de amonestación escrita, que es conocida 
por el jefe de recursos humanos, según el artículo 89 de la Ley. 
La resolución de dicho tribunal pronunciándose sobre el recurso de apelación agota la vía 
administrativa”. 

6 El 1 de julio de 2016. 
7 Decreto Legislativo Nº 1023 - Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, 

Rectora del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos 
“Artículo 16º.- Funciones y atribuciones del Consejo Directivo  
Son funciones y atribuciones del Consejo Directivo: 
a) Expedir normas a través de Resoluciones y Directivas de carácter general; 
b) Aprobar la política general de la institución; 
c) Aprobar la organización interna de la Autoridad, dentro de los límites que señala la ley y el 
Reglamento de Organización y Funciones; 
d) Emitir interpretaciones y opiniones vinculantes en las materias comprendidas en el ámbito del 
sistema; 
e) Nombrar y remover al gerente de la entidad y aprobar los nombramientos y remociones de los 
demás cargos directivos;  
f) Nombrar, previo concurso público, aceptar la renuncia y remover a los vocales del Tribunal del 
Servicio Civil; 
g) Aprobar la creación de Salas del Tribunal del Servicio Civil; 
h) Proponer el Texto Único de Procedimientos Administrativos; 
i) Supervisar la correcta ejecución técnica, administrativa, presupuestal y financiera de la institución; 
j) Disponer la intervención de las Oficinas de Recursos Humanos de las entidades públicas; y 
k) Las demás que se señalen en el Reglamento y otras normas de desarrollo del Sistema”. 

8 Decreto Legislativo Nº 1023 - Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, 
Rectora del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, modificado por el Decreto 
Legislativo Nº 1450 
“Artículo 16.- Funciones y atribuciones del Consejo Directivo 
Son funciones y atribuciones del Consejo Directivo: 
a) Expedir normas a través de Resoluciones y Directivas de carácter general y/o de alcance nacional; 
b) Aprobar las normas de desarrollo del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos; 
c) Aprobar la política general de SERVIR; 
d) Aprobar el Presupuesto Institucional, los Estados Financieros, el Balance General, el Plan Estratégico 
Institucional y el Plan Operativo Institucional; 
e) Aprobar la organización interna de SERVIR, el funcionamiento del Consejo Directivo y el desarrollo 
de las funciones de las gerencias y de órganos que se requieran para el ejercicio de sus funciones, 
dentro de los límites que señala la ley y el Reglamento de Organización y Funciones; 
f) Emitir interpretaciones y opiniones vinculantes en las materias comprendidas en el ámbito del 
sistema; 
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de competencias del Tribunal en el ámbito regional y local, correspondiéndole la 
atención de los recursos de apelación interpuestos a partir del lunes 1 de julio de 
2019, derivados de actos administrativos emitidos por las entidades del ámbito 
regional y local, en lo que respecta al resto de materias: acceso al servicio civil, 
evaluación y progresión en la carrera, y terminación de la relación de trabajo; esto 
es, asumió la totalidad de su competencia a nivel nacional, tal como se puede 
apreciar en el siguiente cuadro: 

 
COMPETENCIAS DEL TRIBUNAL DEL SERVICIO CIVIL 

2010 2011 
Recursos de apelación 

interpuestos a partir del  
1 de julio de 2016 

Recursos de apelación 
interpuestos a partir del 

1 de julio de 2019 

PRIMERA SALA 
Gobierno 

Nacional (todas 
las materias) 

AMBAS SALAS 
Gobierno 
Nacional 
(todas las 
materias) 

AMBAS SALAS 
Gobierno Nacional 
(todas las materias) 
Gobierno Regional y 

Local 
(solo régimen 
disciplinario) 

AMBAS SALAS 
Gobierno Nacional y 

Gobierno Regional y Local 
(todas las materias) 

 
12. Por tal razón, al ser el Tribunal el único órgano que resuelve la segunda y última 

instancia administrativa en vía de apelación en las materias de acceso al servicio 
civil, evaluación y progresión en la carrera, régimen disciplinario y terminación de 
la relación de trabajo en los tres (3) niveles de gobierno (Nacional, Regional y 
Local), con la resolución del presente caso asume dicha competencia, pudiendo 
ser sus resoluciones impugnadas solamente ante el Poder Judicial. 
 

De la observancia de debido procedimiento administrativo y el deber de motivación 
 

13. El numeral 1.2 del artículo IV del Título Preliminar del Texto Único Ordenado de la 
Ley Nº 27444 - Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por 
Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS, en adelante el TUO de la Ley Nº 27444, 
reconoce a los administrados el goce de los derechos y garantías del debido 
procedimiento administrativo, que comprende de modo enunciativo mas no 
limitativo, los derechos a ser notificados; a acceder al expediente; a refutar los 

                                                                                                                                               
g) Designar y remover, a propuesta del Presidente Ejecutivo de SERVIR, al Gerente General de SERVIR, 
en los términos que apruebe el Consejo, y aprobar las incorporaciones por concurso público y 
desvinculaciones de los demás Gerentes, Directores y Jefes; 
h) Aprobar la designación, previo concurso público, aceptar la renuncia y aprobar la remoción de los 
vocales del Tribunal del Servicio Civil; 
i) Aprobar la creación de Salas del Tribunal del Servicio Civil; 
j) Proponer el Texto Único de Procedimientos Administrativos; 
k) Supervisar la correcta ejecución técnica, administrativa, presupuestal y financiera de la institución; 
l) Disponer la intervención de las Oficinas de Recursos Humanos de las entidades públicas; y, 
m) Las demás que se señalen en el Reglamento y otras normas de desarrollo del Sistema.” 



 
 

“Decenio de la Igualdad de Oportunidades para Mujeres y Hombres” 
“Año del Fortalecimiento de la Soberanía Nacional” 

 

 

6 

cargos imputados; a exponer argumentos y a presentar alegatos 
complementarios; a ofrecer y a producir pruebas; a solicitar el uso de la palabra, 
cuando corresponda; a obtener una decisión motivada, fundada en derecho, 
emitida por autoridad competente, y en un plazo razonable; y, a impugnar las 
decisiones que los afecten9. 
 

14. El numeral 3 del artículo 139º de la Constitución Política del Perú establece, como 
principio de la función jurisdiccional, la observancia del debido proceso y la tutela 
jurisdiccional. Al respecto, el Tribunal Constitucional ha señalado que estos 
principios “(…) no sólo se limitan a las formalidades propias de un procedimiento 
judicial, sino que se extiende a los procedimientos administrativos sancionatorios. 
En efecto, el debido proceso está concebido como el cumplimiento de todas las 
garantías, requisitos y normas de orden público que deben observarse en las 
instancias procesales de todos los procedimientos, incluidos los administrativos, a 
fin de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus 
derechos ante cualquier acto del Estado que pueda afectarlos. (…)”10. 

 

15. En el mismo sentido, el Tribunal Constitucional manifiesta que “(…) en reiterada 
jurisprudencia, el Tribunal Constitucional ha sostenido que el derecho reconocido 
en la referida disposición “(...) no sólo tiene una dimensión, por así decirlo, 
“judicial”, sino que se extiende también a sede “administrativa” y, en general, 
como la Corte Interamericana de Derechos Humanos lo ha sostenido, a "cualquier 
órgano del Estado que ejerza funciones de carácter materialmente jurisdiccional (el 
que) tiene la obligación de adoptar resoluciones apegadas a las garantías del 
debido proceso legal, en los términos del artículo 8º de la Convención Americana 
(...)”11. 

 

                                                 
9Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444 - Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 

por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS 
“Artículo IV.-Principios del procedimiento administrativo 
1. El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes principios, sin 
perjuicio de la vigencia de otros principios generales del Derecho Administrativo:  
(…) 
1.2. Principio del debido procedimiento.- Los administrados gozan de los derechos y garantías 
implícitos al debido procedimiento administrativo. Tales derechos y garantías comprenden, de modo 
enunciativo mas no limitativo, los derechos a ser notificados; a acceder al expediente; a refutar los 
cargos imputados; a exponer argumentos y a presentar alegatos complementarios; a ofrecer y a 
producir pruebas; a solicitar el uso de la palabra, cuando corresponda; a obtener una decisión 
motivada, fundada en derecho, emitida por autoridad competente, y en un plazo razonable; y, a 
impugnar las decisiones que los afecten. 
La institución del debido procedimiento administrativo se rige por los principios del Derecho 
Administrativo. La regulación propia del Derecho Procesal es aplicable solo en cuanto sea compatible 
con el régimen administrativo”. 

10 Fundamento 2 de la Sentencia emitida en el expediente Nº 02678-2004-AA. 
11 Fundamento 3 de la sentencia emitida en el expediente Nº 2659-2003-AA/TC. 
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16. Por otro lado, debe precisarse que según lo señalado en el numeral 4 del artículo 
3º del TUO de la Ley Nº 2744412, el acto administrativo debe estar debidamente 
motivado en proporción al contenido y conforme al ordenamiento jurídico. 

 

17. En este mismo sentido, el artículo 6º de la referida norma13 señala que la 
motivación deberá ser expresa, mediante una relación concreta y directa de los 
hechos probados relevantes del caso específico, y la exposición de las razones 
jurídicas y normativas que con referencia directa a los anteriores justifican el acto 
adoptado. 

                                                 
12Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444 - Ley de Procedimiento Administrativo General, aprobado 

por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS 
“Artículo 3º.- Requisitos de validez de los actos administrativos 
Son requisitos de validez de los actos administrativos: 
1. Competencia.- Ser emitido por el órgano facultado en razón de la materia, territorio, grado, tiempo 
o cuantía, a través de la autoridad regularmente nominada al momento del dictado y en caso 
de órganos colegiados, cumpliendo los requisitos de sesión, quórum y deliberación indispensables 
para su emisión. 
2. Objeto o contenido.- Los actos administrativos deben expresar su respectivo objeto, de tal modo 
que pueda determinarse inequívocamente sus efectos jurídicos. Su contenido se ajustará a lo 
dispuesto en el ordenamiento jurídico, debiendo ser lícito, preciso, posible física y jurídicamente, y 
comprender las cuestiones surgidas de la motivación. 
3. Finalidad Pública.- Adecuarse a las finalidades de interés público asumidas por las normas que 
otorgan las facultades al órgano emisor, sin que pueda habilitársele a perseguir mediante el acto, aun 
encubiertamente, alguna finalidad sea personal de la propia autoridad, a favor de un tercero, u otra 
finalidad pública distinta a la prevista en la ley. La ausencia de normas que indique los fines de una 
facultad no genera discrecionalidad. 
4. Motivación.- El acto administrativo debe estar debidamente motivado en proporción al contenido y 
conforme al ordenamiento jurídico. 
5. Procedimiento regular.- Antes de su emisión, el acto debe ser conformado mediante el 
cumplimiento del procedimiento administrativo previsto para su generación”. 

13Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444 - Ley de Procedimiento Administrativo General, aprobado 
por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS  

 “Artículo 6º.- Motivación del acto administrativo 
6.1 La motivación deberá ser expresa, mediante una relación concreta y directa de los hechos 
probados relevantes del caso específico, y la exposición de las razones jurídicas y normativas que con 
referencia directa a los anteriores justifican el acto adoptado. 
6.2 Puede motivarse mediante la declaración de conformidad con los fundamentos y conclusiones de 
anteriores dictámenes, decisiones o informes obrantes en el expediente, a condición de que se les 
identifique de modo certero, y que por esta situación constituyan parte integrante del respectivo acto. 
6.3 No son admisibles como motivación, la exposición de fórmulas generales o vacías de 
fundamentación para el caso concreto o aquellas fórmulas que por su oscuridad, vaguedad, 
contradicción o insuficiencia no resulten específicamente esclarecedoras para la motivación del acto. 
6.4 No precisan motivación los siguientes actos: 
6.4.1 Las decisiones de mero trámite que impulsan el procedimiento. 
6.4.2 Cuando la autoridad estima procedente lo pedido por el administrado y el acto administrativo no 
perjudica derechos de terceros. 
6.4.3 Cuando la autoridad produce gran cantidad de actos administrativos sustancialmente iguales, 
bastando la motivación única”. 
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18. En esta línea, acerca del derecho a la motivación de las decisiones de la 
administración, el Tribunal Constitucional14 señala, en términos exactos, lo 
siguiente: 
 

“Cabe acotar que la Constitución no establece una determinada extensión de la 
motivación, por lo que su contenido esencial se respeta siempre que exista 
fundamentación, congruencia entre lo pedido y lo resuelto y, por sí misma, 
exprese una suficiente justificación de la decisión adoptada, aun si esta es breve 
o concisa o se presenta el supuesto de motivación por remisión. 
La motivación de la actuación administrativa, es decir, la fundamentación con 
los razonamientos en que se apoya, es una exigencia ineludible para todo tipo 
de actos administrativos, imponiéndose las mismas razones para exigirla tanto 
respecto de actos emanados de una potestad reglada como discrecional. 
El tema de la motivación del acto administrativo es una cuestión clave en el 
ordenamiento jurídico-administrativo, y es objeto central de control integral por 
el juez constitucional de la actividad administrativa y la consiguiente supresión 
de los ámbitos de inmunidad jurisdiccional. 
Constituye una exigencia o condición impuesta para la vigencia efectiva del 
principio de legalidad, presupuesto ineludible de todo Estado de derecho. A ello, 
se debe añadir la estrecha vinculación que existe entre la actividad 
administrativa y los derechos de las personas. Es indiscutible que la exigencia de 
motivación suficiente de sus actos es una garantía de razonabilidad y no 
arbitrariedad de la decisión administrativa. 
En esa medida, este Tribunal debe enfatizar que la falta de motivación o su 
insuficiencia constituye una arbitrariedad e ilegalidad, en la medida en que es 
una condición impuesta por la Ley Nº 27444. Así, la falta de fundamento 
racional suficiente de una actuación administrativa es por sí sola contraria a las 
garantías del debido procedimiento administrativo”. 

 
19. En virtud a lo expuesto, se puede afirmar que el derecho a la debida motivación de 

las decisiones de la administración radica en la existencia de congruencia entre lo 
pedido por el administrado y lo resuelto por la administración y, en una suficiente 
justificación de la decisión adoptada.  

 
Del caso materia de análisis  

 
20. En el presente caso, con Resolución de Presidencia Nº 00623-2021-MP-FN-

PJFSTUMBES, la Presidencia de Junta de Fiscales Superiores del Distrito Fiscal de 
Tumbes de la Entidad concedió licencia sin goce de remuneraciones a la 
impugnante por motivos personales, a partir del 22 de julio al 19 de octubre de 

                                                 
14 Sentencia recaída en el Expediente Nº 0091-2005-PA/TC. Fundamento Noveno. 
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2021. Luego, el 12 de octubre de 2021, la impugnante solicitó se le conceda 
ampliación de la licencia por el periodo de nueve (9) meses. 
 

21. Ante esta última solicitud de la impugnante, mediante Resolución de Presidencia 
Nº 00796-2021-MP-FN-PJSFSTUMBES, del 15 de octubre de 2021, la Presidencia 
de la Junta de Fiscales Superiores del Distrito Fiscal de Tumbes de la Entidad 
resolvió conceder la licencia sin goce de remuneraciones.  

 

22. Sin embargo, mediante Resolución de Presidencia Nº 00803-2021-MP-FN-
PJFSTUMBES, del 18 de octubre de 2021, la Presidencia de la Junta de Fiscales 
Superiores del Distrito Fiscal de Tumbes de la Entidad resolvió dejar sin efecto la 
ampliación de licencia sin goce de remuneraciones concedida a la impugnante 
mediante la Resolución de Presidencia Nº 00796-2021-MP-FN-PJSFSTUMBES, 
debido a que no ha adquirido el derecho aún a su goce, esto es, cumplir un año de 
labores posterior a la licencia previamente otorgada.  

 

23. Al respecto, de la lectura de la citada resolución, esta Sala puede apreciar que la 
Entidad para dejar sin efecto la ampliación de licencia otorgada a la impugnante 
ha señalado lo siguiente:  

 

“ … la Administradora del Distrito Fiscal de Tumbes, informa que se hizo de 
conocimiento a la Oficina de Administración de Potencial Humano, informa que se 
hizo de conocimiento a la Oficina de Administración de Potencial Humano, a fin 
que se gestione la contratación de la suplencia mediante concurso público de 
méritos; precisándose, además, que el sistema no permitió el registro de la 
licencia, pues según lo indicado por el personal encargado del sistema de la Sub 
Gerencia de Registro y Control de Asistencia, dicha licencia es improcedente.  
Siendo así que, tras realizar la consulta al Gerente de Administración de Potencial 
Humano, sobre la procedencia o no de dicha licencia por el plazo concedido, se 
precisó que no es procedente al no haber adquirido el derecho aún a su goce, esto 
es, cumplir un año de labores posterior a la licencia previamente otorgada. Por lo 
antes expuesto, corresponde dejar sin efecto la ampliación de la licencia sin goce 
de remuneraciones por motivos particulares concedida a la servidora Karla Lisbeth 
Chunga Nuñez”. 

 

24. En ese sentido, la Entidad no ha expresado las razones por las cuales los hechos se 
subsumirían en la causal invocada respecto a que no ha adquirido el derecho aún 
al goce de la licencia, observándose evidentemente una inexistencia de 
motivación. De la información remitida en el expediente no se advierte que se le 
haya otorgado a la impugnante el máximo de doce (12) meses de licencia por 
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motivos particulares señalado en el artículo 44º del Reglamento Interno de 
Trabajo del Ministerio Público15.  

 
25. Conforme a lo expuesto, esta Sala considera que la Resolución de Presidencia Nº 

00803-2021-MP-FN-PJFSTUMBES no se encuentra debidamente motivada. Por lo 
tanto, a fin que se garantice el deber de motivación de los actos administrativos, 
corresponde declarar la nulidad de la citada resolución a efecto que se evalué 
correctamente si corresponde o no otorgar la ampliación de licencia.  

 

26. Por consiguiente, la Resolución de Presidencia Nº 00803-2021-MP-FN-
PJFSTUMBES, del 18 de octubre de 2021, deben ser declarada nula por este 
Tribunal a fin de que la Entidad cumpla con realizar una correcta valoración de las 
razones de la impugnante, lo cual garantizaría la debida motivación de los actos 
administrativos y el debido procedimiento administrativo.  

 
En ejercicio de las facultades previstas en el Artículo 17º del Decreto Legislativo 
Nº 1023, la Segunda Sala del Tribunal del Servicio Civil; 

 
RESUELVE:  
 
PRIMERO.- Declarar la NULIDAD de la Resolución de Presidencia Nº 00803-2021-MP-
FN-PJFSTUMBES, del 18 de octubre de 2021, emitida por la Presidencia de Junta de 
Fiscales Superiores del Distrito Fiscal de Tumbes del MINISTERIO PÚBLICO; al haberse 
vulnerado el deber de motivación de los actos administrativos.  
 
SEGUNDO.- Retrotraer el procedimiento al momento previo a la emisión de la 
Resolución de Presidencia Nº 00803-2021-MP-FN-PJSFSTUMBES, del 18 de octubre de 
2021, debiendo la Presidencia de la Junta de Fiscales del Distrito Fiscal de Tumbes del 
MINISTERIO PÚBLICO, tener en consideración lo señalado en la presente resolución. 
 
TERCERO.- Notificar la presente resolución a la señora KARLA LISBETH CHUNGA NUÑEZ  
y a la Presidencia de la Junta de Fiscales del Distrito Fiscal de Tumbes del MINISTERIO 
PÚBLICO, para su cumplimiento y fines pertinentes. 

                                                 
15Reglamento Interno de Trabajo del Ministerio Público aprobado con Resolución de Fiscalía de la 

Nación Nº 2269-2012-MP-FN, modificado por Resolución de Fiscalía de la Nación Nº 594-2015-MP-
FN y Resolución de Fiscalía de la Nación Nº 1258-2021-MP-FN. 

   “Artículo 44º.- Licencia sin goce de remuneraciones 
    Se otorga licencia sin goce de remuneraciones por las siguientes causas: 
    Por motivos particulares: Se otorga hasta por un máximo de doce (12) meses, mediante resolución de 

la Presidencia de la Junta de Fiscales Superiores del Distrito Fiscal, la Jefatura Nacional del Instituto de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses o la Oficina General de Potencial Humano, según corresponda, la 
misma que deberá contar con el visto bueno del jefe inmediato. Cumplido el tiempo máximo 
permitido, el servidor no puede solicitar nueva licencia hasta que concurra doce (12) meses de trabajo 
efectivo, contados a partir de su reincorporación”.  
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CUARTO.- Devolver el expediente a la Presidencia de la Junta de Fiscales Distrito Fiscal 
de Tumbes del MINISTERIO PÚBLICO. 
 
QUINTO.-. Disponer la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 
(www.servir.gob.pe) 
 

Regístrese, comuníquese y publíquese. 
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